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			¿Quién puede exhortar con más vehemencia la virtud […] quién reprender y acusar los desórdenes […]? La historia misma, testigo de los tiempos, luz de la verdad, vida de la memoria, maestra de la vida, mensajera de la antigüedad.
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			Presentación






			Esta es la historia contemporánea de nuestro México saqueado. El modus operandi de algunos de los casos que evidencian cómo se fueron desmantelando y minando sectores públicos estratégicos, y cómo se hizo costumbre que, desde el gobierno, altos funcionarios se enriquecieran y usaran sus cargos para su propio beneficio y el de la gente cercana a ellos.






			Referir sobre aquellas directrices y formas de administración del sector público que aplicaron los gobiernos emanados de diversos partidos políticos nos aporta claves para entender que los desastrosos resultados y rezagos históricos que ahondaron la desigualdad derivaron de complejos modelos de corrupción, cuya desarticulación aún es una tarea inconclusa.






			Son estampas de un modelo generador de profundas desigualdades que, fuera del reducido núcleo de los históricamente privilegiados (grupos de élite económica y política), ha impactado de manera negativa a la mayoría de los mexicanos.






			En su disputa por el poder, políticos de uno y otro partido acusan mutuamente la destrucción del país, eludiendo las responsabilidades que los gobiernos emanados de sus filas han ido dejando como fatídica herencia. Pero su memoria selectiva no tiene otra intención que mantener o recuperar sus privilegios.






			México es una nación desvalijada por su élite en la administración pública mediante mecanismos diseñados y auspiciados por los mismos que han detentado el poder. Las siguientes páginas registran parte de ese modus operandi.
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			Privatizar el patrimonio público






			El México de los años ochenta vivía días de efervescencia y alto contraste. Por un lado, fue la sede del evento futbolístico más importante del planeta: la Copa Mundial de la FIFA, durante la cual el curioso Pique, un chile jalapeño con largos bigotes y sombrero alto convertido en mascota del evento, se replicó por doquier. La justa se hizo leyenda por la actuación de Diego Armando Maradona, que en el Estadio Azteca protagonizó “la mano de Dios”, una de las jugadas más famosas en la historia. Por otro lado, el país se encontraba en luto debido al trágico y devastador terremoto sin precedente de 1985, acaecido apenas meses después de las horrorosas y también mortíferas explosiones por fuga de gas en San Juan Ixhuatepec: apocalípticas escenas que incluso algunos periódicos describieron como “el fin del mundo”.






			Aquella década, en su recta final, registró además un escandaloso fraude electoral que frenó la posibilidad de que una propuesta de izquierda alcanzara la presidencia de la República.






			Pero, sobre todo, los ochenta serían un parteaguas en la historia mexicana porque quienes se asumían como herederos políticos de la Revolución —entonces a cargo de la mayor parte de la administración pública—, llegados al gobierno bajo las siglas del oficialista Partido Revolucionario Institucional (PRI), en la práctica comenzaron a desdibujar el ideario de principios sociales y compromisos revolucionarios plasmados en la Constitución Política (la carta magna de derechos mínimos para los ciudadanos, y de facultades y límites de la autoridad). A partir de entonces impusieron políticas privatizadoras formalizadas a través de polémicas reformas constitucionales, así como modificaciones, derogaciones y adiciones a diversas leyes.






			Desde el gobierno de Miguel de la Madrid hasta el de Peña Nieto, la Constitución tuvo el mayor número de reformas relacionadas precisamente con ese modelo privatizador. Varias de ellas, al artículo 27, que estipula la propiedad de la nación sobre los recursos naturales y le da al Estado atribuciones para regular su aprovechamiento, originalmente ponderando el beneficio social. También al artículo 123 sobre el trabajo y la previsión social: aun cuando en letra estipulaba el bienestar de los trabajadores en sus derechos y seguridad laboral, en la práctica se volvió un sistema permisivo que solapaba los abusos de diversa índole para favorecer el modelo neoliberal desarticulando los derechos laborales.






			En términos cuantitativos, el mayor número de modificaciones se dio durante la administración de Enrique Peña Nieto, precisamente considerado el sexenio de las reformas estructurales, denominadas así por su pretensión de modificar la estructura económica originalmente establecida en el marco jurídico de México, es decir, mediante los cambios a la Constitución.






			Al respecto, un estudio elaborado por el Instituto Belisario Domínguez, del Senado de la República, señala que del 1 de diciembre de 2012 al 27 de agosto de 2018 se modificaron 155 artículos de la Constitución mediante 28 decretos de reforma, 12 de ellos relacionados con las reformas estructurales. Pertinente es precisar que la alusión a las modificaciones en la Constitución no se reduce a términos cuantitativos; lo que tiene más importancia son sus efectos y su intencionalidad.






			El caso del artículo 27 así lo ejemplifica: durante la administración de Lázaro Cárdenas se había reformado para fortalecer la propiedad del Estado y su rectoría sobre recursos naturales estratégicos, principalmente los hidrocarburos, priorizando el interés público; y luego, en la de Adolfo López Mateos, se amplió al aprovechamiento del sector eléctrico. En sentido contrario se haría a partir de la administración de Miguel de la Madrid y hasta la de Peña Nieto, con cambios impulsados para la aplicación del modelo neoliberal privatizador.






			Valga un paréntesis para anotar que el neoliberalismo, como movimiento intelectual, tuvo sus orígenes en el denominado Coloquio Lippmann, organizado por Louis Rougier, en París en agosto de 1938. Ahí se reunieron figuras como el austriaco Friedrich Hayek, que plantearon la necesidad de reconstruir el liberalismo para seguir influyendo en la economía. Los conflictos armados y sus consecuencias ponían bajo cuestionamiento el liberalismo clásico, que públicamente empezaba a ser visto como generador de graves crisis, y en un entorno mundial donde cobraba fuerza la propuesta de otros modelos de gobierno y de la redistribución de los recursos.






			La urgencia que planteaban los convocados a ese coloquio era renovar el liberalismo clásico y priorizar la libertad económica por encima de cualquier otra.






			Como una corriente vinculada con la modernidad dentro del sistema capitalista hacia una economía con una menor intervención del Estado —es decir, una limitación de sus funciones, mayor apertura de mercado y particularmente la desarticulación de cualquier sistema de bienestar—, se manifiesta en el pensamiento económico precisamente del austriaco Friedrich Hayek, y de Milton Friedman y George Stigler de la escuela de Chicago.






			Su aplicación en las políticas económicas gubernamentales fue influenciada por las directrices de organismos internacionales.






			Así, en México, en el contexto de la crisis económica que el país enfrentaba, en los años ochenta se impulsó el modelo de administración que buscaba la disminución de la participación del Estado en la economía. Un Estado que garantizara la libertad económica y a favor del mercado, pero reducido al mínimo en sus funciones y obligaciones para con los ciudadanos.






			Así también, el desdibujamiento del Estado de bienestar era la panacea propuesta para, mediante las claves de privatización, desregulación y liberalización, supuestamente volver eficientes las finanzas públicas y desarrollar la economía.






			Se anunciaba como una modernización mediante la cual México emularía lo que en Europa hacían políticos como Margaret Thatcher, quien —influenciada por los postulados del economista Friedrich Hayek— durante su mandato como primera ministra de Reino Unido (1979-1990) también impondría la privatización de empresas estatales y políticas definidas como neoliberales, extensivas a la economía, el mercado laboral, la educación y los sectores sociales; o Ronald Reagan en Estados Unidos (1981-1989), quien tenía como asesor al economista Milton Friedman.






			Ya en Sudamérica lo aplicaban regímenes como el del general Augusto Pinochet en Chile (1973-1990), que férreamente siguió las directrices de sus asesores económicos, discípulos de Friedman, los Chicago Boys. De allí que este país fuese considerado “el laboratorio del neoliberalismo” en la región.






			Derivado de un convenio entre la Pontificia Universidad Católica de Chile y la Universidad de Chicago, un grupo de economistas chilenos fueron becados para realizar estudios de posgrado en el campus estadounidense con académicos como el propio Milton Friedman. La idea era que replicaran las enseñanzas en sus aulas y desde allí se propagara tal ideología.






			Ya de vuelta en Chile, unos años después, en 1969, redactaron un programa económico para este país, plasmado en un documento al que llamaron El ladrillo. Originalmente se pensó para el candidato Jorge Alessandri; posteriormente se usaría como la base de la política económica del régimen de Pinochet.






			Durante su gobierno, el militar modificó las leyes para restructurar la administración pública de ese país que efímeramente había conocido los esfuerzos de un gobierno como el de Allende, el cual alcanzó a nacionalizar algunos recursos estratégicos, como el cobre, del que Chile es uno de los principales productores a nivel mundial.






			Allende hablaba de instaurar la democracia económica “para que la actividad productiva responda a necesidades y expectativas sociales y no a intereses de lucro personal”. Pero el poder económico no estaba de su lado. El boicot que se hizo a su proyecto polarizó los ánimos. Y el golpe militar acabaría por demoler esa vía.






			El modelo de Pinochet fue enteramente distinto. De manera que las enseñanzas de la escuela de economía estadounidense tendrían en Chile, a través de los asesores del gobierno pinochetista, su más fiel aplicación. Esta estuvo encabezada por uno de los primeros Chicago Boys chilenos, Sergio de Castro, designado primero ministro de Hacienda y luego de Economía.






			Friedman fue invitado de honor en 1975, en un polémico viaje que incluyó un encuentro con Pinochet, en tiempos en los cuales ya eran públicas las violaciones de derechos humanos y múltiples agravios contra civiles a manos de ese régimen. Incluso en Estados Unidos, a través de las páginas de The New York Times, varios artículos reprodujeron los informes de Amnistía Internacional sobre las actuaciones de la Junta Militar, las detenciones arbitrarias, las torturas, abusos y desapariciones.






			No obstante, en aquel viaje al Chile de Pinochet, el influyente Friedman no hizo referencia alguna respecto a las atrocidades que allí ocurrían, como tampoco lo hicieron sus discípulos que formaron parte de esa dictadura.






			De aquellos días, de aquellas noches, de ese país donde a golpe de picana y parrilla eléctrica,1 tortura y sangre se imponía el régimen y modelo económico, escribió Eduardo Galeano: “Las teorías de Milton Friedman implican para él el Premio Nóbel; para los chilenos, implican a Pinochet”.2






			Al general la política económica de su gobierno le granjeó, además, en la esfera personal amistarse con Thatcher, a quien durante sus viajes a Londres le enviaba flores y bombones, y, si la ocasión era propicia, tomaban el té juntos, según narra en El dictador el célebre periodista Jon Lee Anderson.






			[image: ] Uno de esos encuentros, ocurrido en 1999, fue con Pinochet ya bajo arresto domiciliario (en Londres), cuando estaba en curso la petición del juez Baltasar Garzón para su extradición por los delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad y terrorismo durante su dictadura. Pero, elogiosa, Thatcher le refrendó su apoyo. Esta reunión inclusive fue registrada por la televisión (hoy es posible verla en internet).






			En tanto, en Chile, al paso de los años el rechazo a dicho modelo iba generando multitudinarias protestas, muy activas por parte de sectores como el estudiantil, al ser este uno de los más lesionados por las políticas privatizadoras.






			De esas protestas, años después, provendría Gabriel Boric, un líder estudiantil (en 2011) que ampliamente enunciaba como lema que Chile debía enterrar el neoliberalismo. El mismo planteamiento expuso reiteradamente como diputado, y después como candidato a la presidencia.






			“Si Chile fue la cuna del neoliberalismo en Latinoamérica, también será su tumba”, señalaba ya como candidato de la coalición izquierdista Apruebo Dignidad. En 2022 se convertiría en presidente con 55.8% de los votos, y el mayor número de sufragios en la historia de Chile.






			Los chilenos habían comenzado a exigir la restitución del Estado de bienestar en manifestaciones masivas que, al cabo de los años, tendrían eco también en el histórico plebiscito del año 2020, en el que la mayoría votó a favor del cambio de la Constitución heredada por el régimen militar, la cual había tenido algunas modificaciones en el gobierno de Ricardo Lagos (2000-2006), pero no los suficientes a consideración de su ciudadanía.






			Tras los resultados —casi 80% de los participantes votaron a favor de una nueva constitución—, se formalizó una Convención Constituyente, cuyos 155 integrantes se encargarían de redactar la propuesta que se sometería igualmente a plebiscito. Este se llevó a cabo el 4 de septiembre de 2022, pero, para sorpresa del mundo, la mayoría votó en rechazo del proyecto que la Convención Constituyente había aprobado.






			Ese primer tropiezo estuvo influenciado por una intensa campaña mediática en la que algunas versiones promovían que se debía elaborar una “mejor” constitución; otras señalaban que la propuesta del Constituyente repetía algunos errores y que votar en contra de la propuesta era también un voto en contra de ese Constituyente. Parte de esa campaña mediática, que incluyó la amplia difusión de fake news, se atribuye a la élite política y económica y a la facción de derecha con una mayoría en el Congreso.






			En diciembre de 2022 se anunció el acuerdo para reactivar la redacción de una nueva propuesta de constitución, la cual se pondría a referéndum en noviembre de 2023.






			MÉXICO: EL PATRIMONIO PRIVATIZADO






			En el contexto histórico que conecta el modelo económico y la administración del sector público, la aplicación del neoliberalismo en México se convirtió en la fachada mediante la cual miles de activos, empresas, bienes inmuebles y muebles que constituían una incuantificable parte del patrimonio nacional —es decir, propiedad de todos los mexicanos— se privatizaron. Estos germinaron y dieron lugar a varias de las grandes fortunas privadas que hasta hoy se ubican entre las principales a nivel mundial.






			Algunas, además, son administradas desde “paraísos fiscales” a fin de evadir los pagos de impuestos correspondientes, lo cual perjudica las finanzas públicas y la sociedad, ya que, como señala Oxfam: “Cuando las grandes empresas y las personas más ricas eluden sus responsabilidades fiscales, son los países y las personas más pobres, en particular las mujeres, quienes se llevan la peor parte”.






			O pagan una proporción mínima de esos impuestos, por medio de mecanismos que les permiten la evasión o perdones fiscales de diversa índole.






			A principios de los años ochenta se contabilizaban mil 155 empresas propiedad del Estado en 63 rubros de actividades económicas altamente lucrativas, tales como teléfonos, hoteles, siderúrgica, minas, sector financiero, astilleros, puertos, sector pesquero, aeropuertos, ingenios azucareros, metalúrgica, fábricas de partes para automóviles, camiones, ferrocarriles y muchas otras.






			Todas se habían capitalizado con recursos públicos para conformar el modelo de desarrollo del país, y estaban bajo administración del Estado, según sus atribuciones establecidas desde la Constitución, que mandataba las facultades de la Administración Pública Federal sobre las empresas de participación estatal, organismos descentralizados y fideicomisos.






			Los procesos mediante los cuales se transfirieron los activos públicos a bolsillos privados se operaron mediante modalidades diversas: desincorporaciones, ventas, transferencias, fusiones, enajenaciones, liquidaciones, extinciones y modelos de concesión francamente lesivos para el Estado.






			En aquellos años en que parte de la ciudadanía vivía la preocupación y las consecuencias de eventos trágicos como el terremoto o las explosiones de San Juanico, atenta a la efervescencia de un Mundial, entre 1984 y 1988, se concretó la primera cascada de privatizaciones, las cuales se intensificaron posteriormente.






			En esa etapa de privatización, Miguel de la Madrid ordenó la venta, fusión, transferencia o liquidación de 482 empresas del Estado que habían recibido eufemísticamente la etiqueta de “no estratégicas ni prioritarias”. Aseguraba que así el Estado se desharía de “obesidades y lastres”.






			La narrativa del gobierno de Miguel de la Madrid para imponer dicho modelo era que supuestamente se trataba de la única alternativa frente al desastre económico de su antecesor, José López Portillo, omitiendo a conveniencia que él mismo había sido parte de dicho gobierno, y ni más ni menos que al frente de la Secretaría de Programación y Presupuesto, que era la responsable de ejercer el gasto público y desarrollar programas de crecimiento económico; es decir, De la Madrid era corresponsable de ese desastre, para el cual, mediante privatizaciones, ofrecía el remedio. Lo había sido también desde el gobierno de Luis Echeverría como subsecretario de Hacienda.






			En un interesante ensayo titulado “Autoritarismo en tiempos de crisis: Miguel de la Madrid 1982-1988”, la doctora María del Carmen Collado, investigadora del Instituto Mora, detalla:






			Trataba de convencer a la sociedad de que las medidas económicas liberales ortodoxas que iba a aplicar eran la única salida para el país. El cambio de proyecto económico era impopular, conllevaba sacrificios para toda la sociedad, pero en especial afectaría a los sectores más numerosos con menores ingresos y a la clase media, de manera que, impulsando el miedo a un caos inminente, buscaba conseguir cierto consenso o al menos disminuir la crítica.






			A partir de entonces, y por lo menos hasta la primera década del siglo XXI, se continuaron registrando las eufemísticamente llamadas “desincorporaciones”. O lo que, en el discurso público, De la Madrid y sus principales secretarios (como el de Energía, Minas e Industria Paraestatal, Alfredo del Mazo González, del linaje del Grupo Atlacomulco, en dicho cargo federal de 1986 a 1988) disfrazaban de “reconversión industrial”.






			Continuista del modelo, en noviembre de 1989, durante su primer informe de gobierno, Carlos Salinas de Gortari dijo:






			Un Estado que no atiende al pueblo por estar ocupado administrando empresas no es justo ni es revolucionario; pierde el sentido fundador que le dio el artículo 27 de la Constitución. Un Estado extenso, abrumado, termina siendo un Estado débil, no solo ante sus obreros, campesinos, empresarios y clases populares y medias, sino ante el mundo.






			La desincorporación de empresas públicas no estratégicas responde hoy a un principio de fidelidad con el carácter social y nacionalista del Estado. Desincorporar empresas no es renunciar a regular y conducir el desarrollo nacional, porque no es condición única de la rectoría del Estado la propiedad de las empresas, sino fundamentalmente el ejercicio de la autoridad en beneficio del pueblo.






			La privatización no deposita en manos ajenas al Estado la conducción del desarrollo; por el contrario, el Estado dispone ahora de recursos, de atención y de oportunidad para utilizar los formidables instrumentos de la política de gasto, ingresos, aranceles, precios públicos, subsidios y fortaleza a las empresas estratégicas…






			A la luz de las consecuencias de esas privatizaciones, del saqueo, fraudes y latrocinios desde su gabinete en los procesos de tales “desincorporaciones”, operadas también por su hermano, se evidencian sus falacias, la engañifa, la mentira.






			En sus primeros años de administración había “desincorporado” 362 empresas del Estado; quedaban 221 paraestatales. Decía Salinas: “Pasamos de un Estado propietario a un Estado solidario, que responde al reclamo de bienestar de la sociedad”. Tenía prisa por privatizar sectores estratégicos. Así, por ejemplo, según sus cuentas, en solo 13 meses se hizo con la banca, “privatizando en promedio un banco cada tres semanas”, con un reiterado discurso de que era por el bien de la sociedad.






			Nada más alejado de la realidad, ya que la privatización de la banca —como la de otros sectores estratégicos— a partir de entonces sujetó a la ciudadanía a la imposición por parte de las instituciones financieras privadas, de prácticas abusivas como las altas comisiones, incluso mucho más costosas que las que esas mismas sociedades financieras cobran en otros países con mayor ingreso per cápita.






			Como referencia en términos globales, está el informe que en 2018 llevó a cabo la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), “Porcentaje que representa el cobro de comisiones respecto al ingreso total del banco”, en que se cuantifica que las comisiones cobradas en México representaban entre 19% y 33% de los ingresos de los bancos; en contraste con el porcentaje entre 14% y 25% que esos mismos bancos obtenían en países como Canadá, España, Reino Unido o Estados Unidos. Ese fue el resultado del supuesto “bienestar” que, según Salinas, la privatización de la banca traería al pueblo mexicano.






			Aunado a ello, un estudio que revisa la competencia bancaria en México, y examina su privatización, crisis, rescate y reestructuración, elaborado en 2006 por Marcos Ávalos y Fausto Hernández Trillo para la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), concluye que “no hay evidencia de que la ‘extranjerización’ de la banca haya beneficiado la productividad y la eficiencia en el sistema bancario mexicano”.






			En los argumentos para justificar la privatización también se aludía reiteradamente a la supuesta competitividad, y como si las compañías privadas, por el solo hecho de serlo, fueran incapaces de incurrir en prácticas ilegales.






			Valga un ejemplo de lo contrario: en cuanto al tipo de prácticas que la banca privada ha tenido en México, apenas en 2021, la Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece) llevó a cabo una investigación en la que consta que, entre 2010 y 2013, siete bancos y 11 traders se coludieron y pactaron 142 acuerdos ilegales para vender o comprar a cierto precio, o para no comercializar ni adquirir ciertos papeles de deuda gubernamental, generando un daño en el mercado.






			O basta citar también los casos que han vinculado a bancos privados en lavado de dinero de grupos criminales.






			LESIVAS CONCESIONES






			Muchos de los principales recursos formalmente no privatizados fueron usufructuados por privados mediante el esquema, bajo las directrices del modelo neoliberal, de concesiones para la explotación de los codiciados bienes, como las minas y otros sectores.






			De este modelo de concesiones a su vez germinaron también fortunas privadas, debido a los muy amplios privilegios y la baja contraprestación.






			En su estudio Minería y privilegios: Captura política y desigualdad en el acceso a los bienes comunes naturales en México, Oxfam señala:






			El interés de las empresas extractivas sobre los bienes minerales de México responde a una tendencia que atraviesa toda América Latina a partir de la implementación de las políticas neoliberales en la década de los 80. El neoliberalismo, para el caso latinoamericano, ha sido interpretado por varios autores como una estrategia promovida con ciertas potencias políticas y económicas mundiales con el fin de contrarrestar las iniciativas de industrialización y nacionalización de bienes emprendidas por varios países de la región […] con el fin de convertir sus economías en proveedoras de materias primas para la demanda del mercado mundial.






			Mediante la Ley Minera de 1992, estratégicamente se asignaron concesiones que privilegiaron ampliamente el interés privado sobre el colectivo, ya que se estipularon contraprestaciones mínimas para el Estado, lo cual permitió la aplicación de un modelo extractivista francamente devastador del hábitat de amplias regiones, y en condiciones de muy alto riesgo con ínfima protección para los trabajadores.






			A partir de tal ley, la vigencia de las concesiones, que hasta entonces era de 25 años, se amplió a 50, con posibilidad de prorrogarla por el mismo periodo al solicitarlo dentro de los cinco años previos al término de su vigencia, y quedó abierta la opción de transmitir su titularidad, es decir, de intercambiarla o venderla a un tercero. A su vez, también generó otra posibilidad de negocio para esos particulares tenedores de concesiones: la especulación en los mercados de valores.






			Los particulares favorecidos con las concesiones explotadas han aplicado un modelo extractivista con consecuencias criminales, ya que históricamente, además, ha cobrado la vida de miles de trabajadores, resultado de la bajísima o nula inversión en seguridad con la finalidad de reducir sus costos al mínimo y maximizar sus ganancias.






			Estos modelos de concesiones, al cabo de los años, no han merecido la atención suficiente de las autoridades de los distintos niveles de gobierno, las cuales han sido omisas también a cumplir sus obligaciones de supervisar puntualmente las condiciones de seguridad y riesgo para los trabajadores. Desafortunadamente, las industrias solo se ponen bajo escrutinio cuando este modelo extractivista cobra víctimas, como ha ocurrido con las minas en entidades como Coahuila.






			El claro ejemplo del modelo descrito son las concesiones mineras en los pueblos de la Carbonífera, donde la expresión “carbón rojo” alude a los trabajadores que laboran sin protección, a falta de otra fuente de empleo.






			Así, desde el siniestro de Barroterán en 1969, pasando por Pasta de Conchos en 2006, hasta lo ocurrido en Sabinas en 2022, la historia evidencia cómo han persistido las deficientes condiciones en detrimento de los trabajadores del sector minero. Además, este sistema de altos privilegios para las empresas mineras ha generado devastación en incontables regiones, que ha producido enfermedades a sus habitantes y daños irreversibles al medio ambiente, lo cual fue reconocido como una de las principales causas de desplazamiento forzado por la relatora especial de la ONU durante su visita a México en 2022.






			Por ejemplo, el informe Episodios de desplazamiento interno forzado en México 2021, de la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), refiere que en 2014 el gobierno de Nayarit autorizó el asentamiento de 14 proyectos mineros, en su mayoría de compañías trasnacionales, “que han causado el desplazamiento de al menos mil 400 indígenas wixárikas”.






			La magnitud del territorio nacional cuasi privatizado mediante polémicas concesiones para su explotación es considerable: a partir de que se impulsaron las reformas y políticas neoliberales, entre los gobiernos de Salinas y Peña Nieto, se extrajeron mayores volúmenes de minerales que los extraídos durante la época de la Colonia, en la que la región del actual México precisamente se distinguió del resto del orbe por los recursos mineros extraídos.






			El mismo estudio de Oxfam calcula que “durante el periodo de 2000-2010 se extrajo de México el doble de oro que a lo largo de 300 años de conquista y coloniaje”.






			La proporción del territorio mexicano concesionado para actividades mineras, previo a la ley minera salinista, era de 1% de territorio nacional, y mediante las posteriores concesiones para 2018 llegaba a 10.64%, incluidas algunas zonas oficialmente consideradas áreas naturales protegidas en entidades como Baja California, Baja California Sur, Coahuila, San Luis Potosí, Hidalgo, Querétaro y Guanajuato; además de tierras ejidales y comunales, territorios indígenas, zonas arqueológicas y zonas económicas exclusivas en el lecho marítimo.






			Como “territorio mexicano”, podríamos considerarlo “propiedad de los mexicanos”. No obstante, 10.64% de este ha sido de alguna forma privatizado para el usufructo de los beneficiarios de esas concesiones.






			La explotación de ese territorio a manos de privados de diversa índole (empresas nacionales y trasnacionales) ha generado además todo tipo de problemas a lo largo del país, como los desplazamientos forzados, desastres y, en algunos casos, destrucción irreparable.






			Emblemático e histórico es el caso del cerro San Pedro, en San Luis Potosí, cuya importancia en el pasado lo convirtió en la imagen que forma parte del escudo de este estado: debido a la letal aplicación de una concesión minera, terminó devastado.






			Tal modelo de concesiones y explotación históricamente ha generado también riesgos para los defensores de derechos humanos y del territorio.






			El Centro Mexicano de Derecho Ambiental (Cemda), con casi tres décadas de trabajo en la defensa del medio ambiente y los recursos naturales, documenta que, en términos de incidencia, las agresiones más frecuentes contra personas y comunidades defensoras de los derechos humanos ambientales, relacionadas con el sector minero, son la intimidación, el hostigamiento y las amenazas.






			De los casos más recientes al momento de llevar a cabo esta investigación, se puede mencionar el conflicto relacionado con la actividad minera en la región de Aquila, Michoacán: en enero de 2023 desapareció el defensor de derechos humanos Ricardo Lagunes, así como el profesor Antonio Díaz, líder de la comunidad indígena y defensor del medio ambiente.






			ATRACO CON DISFRAZ DE “MODERNIZACIÓN”






			En la corriente de neoliberalismo de la escuela de Chicago académicamente se formaron varios de los economistas que llegarían a ser funcionarios gubernamentales y pondrían en acción las directrices privatizadoras.






			En México, la desincorporación de bienes de la administración pública se promovía de manera oficial como una supuesta reconversión industrial, como “la entrada del país a la modernidad”, y se insistía en que era la única vía para renovar al Estado. Pero en su aplicación los bienes altamente lucrativos se fueron quedando en manos de privados, algunos vinculados directamente con esos funcionarios que favorecieron las “desincorporaciones”.






			En los momentos de dificultades económicas para aquellos privados cercanos al poder, no obstante, se echaba mano del mismo Estado —es decir, de las arcas públicas— para su rescate. Esto es lo que ocurrió con el llamado Fobaproa, el Fondo Bancario de Protección al Ahorro, que el gobierno del PRI y su mayoría de legisladores y afines, en medio de una crisis, avalaron lanzar como salvavidas de ciertos banqueros y empresarios, es decir, se socializaron sus deudas.






			La manera de operarlo fue inicialmente usando los mecanismos que hacía apenas unos años el gobierno del mismo partido había creado precisamente para la privatización de la banca. En 1990 el presidente Salinas de Gortari envió al Congreso un proyecto de ley para modificar la propiedad de los bancos estatales y privatizarlos. Derivado de esta, en julio de ese año, se publicó la Ley de Instituciones de Crédito, dentro de la cual se resolvió también la creación del Fondo Bancario de Protección al Ahorro, cuya finalidad, según el decreto, sería “la realización de operaciones preventivas tendientes a evitar problemas financieros que pudieran presentar las instituciones de banca múltiple, así como procurar el cumplimiento de obligaciones a cargo de dichas instituciones, objeto de protección expresa del Fondo”; mera simulación porque los banqueros ni siquiera cumplirían con sus obligaciones de aportar a ese fondo, en corresponsabilidad con las autoridades del sector, que no supervisaban a cabalidad.






			Como fideicomiso tenía como antecedente el Fondo de Apoyo Preventivo a las Instituciones de Banca Múltiple (Fonapre), que estaba vigente desde los años de la banca estatizada, y sustituiría a este.






			De por sí, previo a su privatización el sector ya era deficiente, pero con esta esas deficiencias lejos de corregirse se profundizaron, como consecuencia también de la laxa actuación de las autoridades, so pretexto de la pretendida “apertura”.






			Uno de los problemas de raíz lo generó el que la privatización de la banca operada por el salinismo respondía a la lógica de desmantelamiento de empresas propiedad del Estado, para beneficio de algunos privados. Como ocurrió con los otros rubros, la privatización de este también se hizo de manera deficiente, desde el proceso de desincorporación de los bancos para asignárselos a empresarios entre quienes se contaban los que no tenían experiencia en este rubro, pero estaban vinculados al grupo político en el poder.






			La revisión técnica que la Auditoría Superior de la Federación (ASF) realizaría años después, como parte de un amplio informe a propósito de las irregularidades en el llamado rescate bancario, lo explica con puntualidad. Precisamente se refiere a la situación del sector, previo a su privatización:






			La estatización de las instituciones bancarias en 1982 no conllevó a establecer toda la estructura normativa en el sistema bancario mexicano para asegurar las sanas prácticas bancarias. No se implantaron los sistemas de investigación y evaluación en el otorgamiento de créditos, lo que resultó en un factor importante de la crisis. No se consolidó el sistema de garantías efectivas para el otorgamiento de los créditos ni la evaluación de estos ni el rigor para las reservas preventivas de la cartera vencida. La cultura del no pago prevalecía en el sistema.






			Las políticas bancarias no fueron prudenciales para manejar el sistema bancario. No había los alicientes de la competencia, el marco regulador era ineficiente y los directivos, salvo excepciones, no contaban con el perfil adecuado.3






			Luego, cuando los bancos fueron privatizados, prosigue la ASF en su diagnóstico:






			no se renovaron en tiempo y forma la regulación y supervisión del sistema financiero que en esos años mostraba deficiencias importantes. En la privatización, el cambio estructural financiero se hizo a través de la liberación bancaria, bajo un sistema de supervisión ineficiente, principalmente en la medición de los riesgos crediticios en los que estaban incurriendo las instituciones de banca múltiple. Las normas contables anacrónicas y la falta de transparencia de la información dificultaban conocer la verdadera situación financiera de estas […] tampoco se puso especial interés en los problemas futuros que podría acarrear el apalancamiento excesivo con el que algunos accionistas adquirieron los bancos.






			Los bancos privatizados operaban con irregularidades, como hacerse autopréstamos y otorgarse créditos sin garantía o cruzados —de bancos y accionistas entre sí—, aunado a que había un apalancamiento excesivo de parte de los nuevos banqueros para adquirir esos bancos. Los entes gubernamentales fueron omisos a esos malos manejos.






			En tales circunstancias continúa el informe de la ASF:






			aunado a la ausencia de un sistema contable que efectivamente les permitiera realizar una adecuada supervisión y regulación, ocasionó que la SHCP, la CNBV y el Banxico desconocieran cuál era la verdadera situación financiera y de riesgo de los bancos y eso, en buena parte, provocó el manejo discrecional de las autoridades financieras en las medidas adoptadas en la crisis. No obstante, no se explican las razones de la falta de intervención oportuna de las autoridades financieras para que los bancos iniciaran un programa de saneamiento, ante el crecimiento de la cartera vencida.






			Antes de la crisis de diciembre de 1994, los bancos presentaban malas condiciones: por un lado, tenían deudas que pagar a corto plazo y, por otro, un deterioro de la cartera de créditos, en buena parte de ella, con dudosa recuperabilidad y sin una base sólida de garantías.






			En ese contexto de cuantiosas deudas por pagar a corto plazo y las anomalías en sus créditos, la crisis financiera de 1994-1995 ahondó las graves deficiencias con las que ya operaba el sector bancario privatizado y, como respuesta, el gobierno ya de Ernesto Zedillo activó la polémica utilización del Fobaproa.






			La aplicación de los programas de supuesto apoyo, además, se inició sin tener el diagnóstico de la magnitud de la crisis ni las condiciones reales de los bancos, así como el ocultamiento del tipo de medidas y decisiones para asumir las responsabilidades de cada banco pese a las irregularidades con que operaban. Por parte de las autoridades gubernamentales, nuevamente se impuso la discrecionalidad, que dio pie a todo tipo de anomalías.






			Así, el Fobaproa se tornaría un bacanal de la plutocracia. Inicialmente las operaciones derivadas del programa de saneamiento financiero se hicieron al margen de la Constitución, dado que el Fobaproa era un fideicomiso que no formaba parte de la administración pública federal, por lo que no debía recibir recursos públicos.






			El llamado saneamiento financiero se hizo en condiciones de opacidad por parte del comité técnico, en la conformación de los portafolios de créditos de los bancos. El Fobaproa asumió obligaciones en los contratos de compra de cartera, a su vez entregaba pagarés (firmados por el Fobaproa con el apoyo solidario del gobierno federal) relacionados con tal compra de cartera. Y en ese mecanismo se rescató a bancos que no cumplían los requisitos, los cuales a su vez abusivamente incluían créditos que presentaban múltiples irregularidades.






			En tanto, se presionaba a los pequeños deudores, o quienes tenían créditos muy modestos a que pagaran a como diera lugar. Destaca además que quienes operaban el Fobaproa, si se trataba de algún influyente les aceptaban bienes (como daciones de pago, o para quitas de los adeudos) a los cuales les daban un valor muy por encima del real. Luego esos bienes los fueron desincorporando y subastando también de manera discrecional.






			El episodio Fobaproa se convertiría en uno de los de mayor opacidad, primero en la decisión del rescate bancario, luego en su mecanismo de aplicación con la férrea negativa de informar públicamente a quiénes y con qué montos se estaba rescatando, ya que, aun cuando se realizaba con recursos públicos, se pretextaba el llamado “secreto bancario”.






			Las auditorías que en diversos periodos se intentaron llevar a cabo, tanto relacionadas con el proceso de saneamiento financiero, como de la recepción y posterior colocación de esos bienes, fueron bloqueadas o incompletas. Con la argucia del “secreto bancario”, la información que se iba poniendo a disposición de los auditores era sesgada, con el objetivo de obstaculizar los trabajos de fiscalización. Esto también ocurriría incluso después de que el IPAB se encargó de dar continuidad a los programas, aun cuando se había condicionado a los bancos la obligación de someterse a auditorias; sin embargo, de forma recurrente estos entablaron procedimientos jurídicos para impedir que se les fiscalizara, evidentemente para que sus triquiñuelas siguieran blindadas.






			De tal manera que no hubo una revisión puntual de cada una de las operaciones realizadas por el Fobaproa, ni de los inventarios de activos o pasivos. Los nombres de los mayores beneficiarios se guardaban como secreto de Estado, pese a que se les estaba rescatando con dinero público, y como tal, debía estar sujeto a rendición de cuentas. No obstante, gracias a la labor de integrantes de la entonces oposición, en aquellos años se difundieron los nombres de algunos de los mayores beneficiados.






			Lo anterior, precedido por una conferencia de prensa y los posicionamientos de legisladores que acusaban al secretario de Hacienda del gabinete zedillista, José Ángel Gurría (quien en 1998 sustituyó a Guillermo Ortiz al frente de la SHCP, cargo que ocuparía hasta noviembre de 2000; a Ortiz se le envió al Banco de México)4, y al secretario ejecutivo del IPAB Vicente Corta, de encubrimiento al no dar parte al Ministerio Público de las irregularidades detectadas en los créditos. Posteriormente, la entonces oposición difundiría una lista con 747 nombres de empresas y particulares que se habrían beneficiado del Fobaproa.5






			COMPLICIDAD DEL CONGRESO






			En marzo y abril de 1998 el gobierno de Zedillo presentó al Congreso diversas iniciativas de ley que tenían como punto central convertir en deuda pública los pasivos que hasta esos momentos cuantificaba el Fobaproa (552 mil 300 millones de pesos) —el costo de los programas de saneamiento financiero, compra de cartera y canalización de apoyos— compromisos que el Ejecutivo había contraído en términos administrativos, pero sin la aprobación del Congreso, lo que le daba el carácter de ilegal, como en ese tiempo denunció la entonces oposición.






			El monto, además, era mucho mayor al que, en 1996, en su Segundo informe de Gobierno, Zedillo había cuantificado como los recursos fiscales que se comprometerían para ese rescate, ya que había dicho que serían 180 mil millones de pesos que se irían erogando a lo largo de varios años —sin precisar cuántos—. Ya en sus Quinto y Sexto informes no referiría cifras sobre el rescate bancario, ni mucho menos las deudas que heredaba al país por el Fobaproa.






			En los siguientes meses de que Zedillo y su gabinete hacendario enviaran las polémicas iniciativas —ante reclamos y la exposición pública por parte de la entonces oposición, de lo que implicaban—, estas serían disfrazadas, o intentadas disfrazar con maneras eufemísticas de la supuesta necesidad de crear nuevos organismos “para salvaguardar el sistema financiero mexicano”.






			Aun cuando se reconocía que las operaciones que el Ejecutivo había comenzado al margen del Congreso implicaban ya el compromiso multimillonario de recursos públicos, solo la entonces oposición destacaba los costos del quebranto y que la actuación discrecional del Comité Técnico había generado su cuantioso aumento.






			“EL FRAUDE DEL SIGLO”






			En una ominosa sesión del 12 de diciembre de 1998, custodiada por elementos de seguridad, el Legislativo validó que los compromisos que el Ejecutivo había contraído por el Fobaproa se volvieran deuda pública, con los correspondientes intereses, mismos que, además, han encarecido la deuda estratosféricamente como explicaré más adelante.






			Las fracciones del PRI y el PAN que apoyaron con su voto pretextaban de diversas maneras que se trataba de evitar el colapso del sistema financiero.






			Se aprobó la creación de un organismo público descentralizado que —según la validación que hizo el Legislativo— se encargaría de administrar los programas de saneamiento financiero y asumiría las funciones que hasta esos momentos tenía el Fobaproa, se le denominaría Instituto de Protección al Ahorro Bancario (IPAB).






			El IPAB asumiría la deuda neta proveniente del rescate financiero aplicado por el gobierno por conducto del Fobaproa y del Fondo de Apoyo al Mercado de Valores (Fameval), y para ello, a este organismo se le transferirían asignaciones presupuestales anuales en un ramo específico del Presupuesto de Egresos de la Federación. Es decir, los pasivos de la banca privada, para entonces en poder del Fobaproa, los volvían deuda de todos.






			“El fraude del siglo”, le calificaron las voces de la entonces oposición. “El mayor atraco que se ha cometido en muchos años en contra del pueblo mexicano ha sido realizado con guante blanco”, definió uno de los legisladores en su posicionamiento en contra. Tenía razón. Ha sido de los mayores costos para la hacienda pública, y se fue fraguando como delito de guante blanco, o de cuello blanco. Los posicionamientos de los legisladores es posible leerlos en el Diario de los Debates —órgano oficial de la Cámara de Diputados— de esa fecha.






			Memoria de aquella sesión, de enorme peso histórico no solo porque en ella se comprometerían recursos públicos de las venideras generaciones, sino por la composición ideológica y posterior pragmatismo de los grupos políticos.






			Desde la tribuna de los entonces perredistas, y entonces partido de oposición al PRI y al PAN se escucharon argumentos como el siguiente:






			Sobre el PRI, pero más aún sobre el PAN, pesará de manera ignominiosa el juicio de la historia; ambos partidos serán responsables de que sobre las siguientes generaciones de mexicanos gravite una onerosa, injusta y desleal deuda que según los cálculos se pagarán hasta el 2025.6






			A esta altura de nuestro discurso no podemos sino cuestionarnos: ¿qué fue lo que recibió el PAN para suscribir tamaño compromiso? ¿Qué beneficios inmediatos o a mediano plazo va a recibir por esa traición?






			Finalmente yo quiero leer aquí una intervención que tuvo el diputado panista Eduardo Mendoza el día de ayer, en una reunión con Acción Nacional y dijo textualmente dirigiéndose a los diputados panistas: “señores, apelo a su conciencia, a la memoria histórica, para que no seamos una vez más la mano que le da oxígeno a ese cadáver que es el PRI y que le permite seguir viviendo. Lo dejamos vivir en 1988, ¿ya no recuerdan? Sí, con el pretexto de que Salinas debería legitimarse en el poder, les permitimos asumir la Presidencia y ya ven los resultados; en 1989, quién puede olvidar cuando el partido cedió para ayudar a una ley electoral que marcó al país por tantas irregularidades; después vino la elección de 1994, cuando después del debate de Diego Fernández de Cevallos se cayó y dejamos al PRI y ahora —dijo finalmente—, estamos aquí otra vez avalando todas las ilegalidades del Fobaproa y dándole otra vez oxígeno a ese dinosaurio que se niega a morir”.






			De manera que, la rectoría del Estado sobre el sistema bancario se hizo valer solamente para rescatar a particulares, algunos de ellos empresarios que ya además habían sido beneficiarios de las privatizaciones.






			En esas maniobras la sociedad perdió no solo cuando esas deudas se le endosaron, pagaderas con el cúmulo de intereses, sino también con la forma en la que primero el Fobaproa y por lo menos en el inicio de su operación, en el IPAB manejaron los activos a su cargo.






			Durante la etapa de creación del IPAB, el Fobaproa supuestamente permanecería en operación hasta que concluyeran las auditorías que había ordenado el Congreso, pero como ya lo mencionamos estas auditorías no se hicieron a cabalidad; y tal y como habían alertado los legisladores que se opusieron a la aprobación de este mecanismo, la transferencia Fobaproa-IPAB continuó encubriendo los quebrantos.






			Nuevamente hubo bancos que recurrieron a argucias legaloides para evitar que se auditaran las operaciones de compra de cartera, y con la finalidad de que los canjes de los bonos de IPAB les siguieran favoreciendo.






			El proceso de canje de los pagarés Fobaproa por bonos IPAB acabó por convertirse en otro episodio de concesiones y privilegios a los bancos, auspiciado por el ya gobierno panista en la Presidencia.






			Además, en su primera etapa, el IPAB dio continuidad a prácticas indebidas en el manejo de activos. Formalmente asumiría la titularidad de las operaciones de los programas de saneamiento; también administraría y enajenaría los bienes, supuestamente con el objetivo de “obtener el máximo valor de recuperación posible”. Pero, en la enajenación de los activos, aun cuando supuestamente se hacían mediante subasta pública, estas se desarrollaban con deficiencias y un alto nivel de opacidad.






			Si el Fobaproa se había convertido en una cueva de Alibaba, el naciente IPAB la blindaba con el pretexto del “secreto fiscal”.






			En esos primeros años de operación del IPAB (de los años 2000 a 2007), ante el Órgano Interno de Control —dependiente de la Secretaría de la Función Pública—, se presentaron denuncias contra funcionarios por anomalías en la venta de cartera Fobaproa, diversas denuncias también derivadas de las irregularidades que descubrió la ASF mediante las revisiones que alcanzaría a realizar; denuncias por inconsistencias en la compra de inmuebles; denuncias por irregularidades en la liquidación de bancos como el Banco Unión y Banco Obrero; denuncias por inconsistencias en la compra venta de carteras crediticias; quejas por el tráfico de influencias entre el IPAB y los bancos; quejas por irregularidades en la dación de pago de inmuebles de bancos, entre muchas otras, según datos que obtuve mediante una solicitud de información ante la Secretaría de la Función Pública.






			Al año 2023, el estatus de cada uno de esos expedientes es de “concluido”, pero las particularidades de cada queja o denuncia que el OIC integró contra servidores públicos del IPAB, de los años 2000 a 2007 no es posible conocerlas, ya que tales expedientes fueron dados de baja con motivo de la prescripción del plazo de conservación establecido en el Catálogo de disposición Documental 2012.






			Durante el gobierno de Vicente Fox, una de las líneas de investigación de la Comisión Especial que en el Congreso se creó —ante las irregularidades y tráfico de influencias de la familia presidencial— precisamente se relacionó con subastas de bienes subvaluados para favorecer a empresas de socios de los hijastros del presidente. Otra de las indagatorias fue el tráfico de influencias en Pemex a favor de la empresa Oceanografía, pesquisa para la cual aporté cuantiosa información que obtuve mediante mis investigaciones periodísticas.






			En esos años tuve acceso a los expedientes que esa comisión iba integrando, los cuales incluían testimonios de empleados o exempleados de las compañías vinculadas en las transacciones bajo indagatoria. Uno de los testimonios más relevantes, y que dan mayor claridad del tipo de operaciones anómalas que se hacían de los activos bajo administración del IPAB fue el de una excolaboradora en las empresas vinculadas a los socios de los hijastros del presidente.






			Ella presentó su contundente testimonio ante la Comisión Especial —en 2006 lo publiqué en las páginas de Contralínea (número 63)— en que narró el entramado de los negocios inmobiliarios que vincularon a los hijastros del presidente y sus socios en activos que el IPAB les vendió a precios de remate y el cómo se dio la comercialización.






			Las indagatorias de la Comisión fueron saboteadas desde el Congreso por los integrantes del PAN —entonces en el gobierno— y los funcionarios bajo investigación.






			COSTOSA DEUDA HEREDADA






			En síntesis: la privatización de los bancos salinista técnicamente se hizo bajo un sistema de supervisión deficiente y desordenada; luego ya los bancos privatizados operaban con graves irregularidades y prácticas hasta fraudulentas que fueron solapadas por los entes gubernamentales que no hacían tampoco la debida revisión, lo cual recrudeció el impacto de las crisis 1994-1995, y la respuesta del gobierno zedillista fue la aplicación del Fobaproa de manera discrecional, con altos niveles de anomalías que elevaron el costo del rescate; luego vino el endosamiento de esa deuda, como deuda pública, con los intereses correspondientes, que a partir de entonces se han estado pagando, y que implicará muchos años más, sin que se pueda precisar cuántos.






			Lo anterior lo refiero derivado de que, para esta investigación, mediante una solicitud de información pregunté al IPAB el monto de la deuda (al año 2023) proveniente del rescate financiero que fue aplicado por el Gobierno Federal desde su designación como deuda pública en la administración de Zedillo, por conducto del Fobaproa y del Fameval, y que se trata de deuda que el IPAB asumió. Pregunté también en qué año se cubrirá la deuda total. Me refiero a la respuesta primero, precisamente del año en que se cubrirá la deuda total:






			la estrategia del IPAB en materia de administración y refinanciamiento de pasivos, ha consistido en hacer frente a sus obligaciones financieras de manera sostenible en el largo plazo al menor costo posible y en el marco de una administración prudente de riesgos y por tanto, ante los movimientos económicos que se presenten a nivel nacional e internacional que pudieran impactar directamente en la administración de la deuda; por lo anterior expuesto no se establece un plazo específico del pago de la deuda del Instituto.






			Insistí en tener mayor claridad sobre el año en que se cubrirá totalmente la deuda proveniente del rescate financiero que fue impuesto por el Gobierno Federal de Zedillo, por conducto del Fobaproa y del Fameval, y que se trata de deuda que el IPAB asumió.






			Presenté una nueva solicitud de información. La respuesta:






			Se hace del conocimiento que la estrategia del IPAB en materia de administración y refinanciamiento de pasivos ha consistido en hacer frente a sus obligaciones financieras de manera sostenible a largo plazo, al menor costo posible y en el marco de una administración prudente de riesgos. Sin perjuicio de lo anterior, y considerando el dinamismo de las variables económicas que se presenten a nivel nacional e internacional y que pudieran impactar de manera directa o indirectamente en la administración de la deuda, no es posible establecer un plazo específico para el pago de dichos pasivos.






			Sobre las cantidades, al 31 de diciembre de 1999, cuando ya estaba en manos del IPAB, la deuda neta era de 687 mil 844 millones de pesos; a diciembre de 2022, la deuda ascendía a 962 mil 389 millones de pesos, según cifras obtenidas del IPAB.






			El monto que del erario se ha pagado por la deuda heredada de Fobaproa y otros esquemas de rescate bancario, a enero de 2023, ascendería a 1 billón 280 mil millones de pesos. O para mayor precisión, la cifra que, en enero de 2023, expuso ante la comisión de Hacienda del Congreso uno de los vocales del IPAB: “el erario público ha erogado 1 billón 280 mil millones de pesos en pagos por el servicio de la deuda heredada de Fobaproa y otros esquemas de rescate bancario, este monto equivale a prácticamente dos veces, de hecho 1.87 veces el monto de la deuda original”.






			Además de heredar la cuantiosa deuda, en su gobierno Zedillo dio continuidad a las privatizaciones. Uno de los sectores estratégicos privatizados fue el de los ferrocarriles, primero, mediante una reforma al Artículo 28 constitucional para adjudicar concesiones en este rubro.






			Uno de los beneficiarios fue el consorcio Union Pacific, en el cual Zedillo se emplearía en febrero de 2001. Es decir, apenas unos meses después de concluir su gobierno. La puerta giratoria del funcionario público que se emplea con una de las empresas privadas favorecida de su gobierno. “Su vasto conocimiento de los problemas económicos y comerciales ayudará a guiar nuestra estrategia de crecimiento en toda nuestra red ferroviaria en los próximos años” habría dicho el entonces presidente y director ejecutivo de Union Pacific Corp, Richard Dick Davidson, según notas periodísticas fechadas en febrero de 2001.7 “Me complace dar la bienvenida a nuestro directorio al Dr. Ernesto Zedillo, expresidente de México. Aporta una gran cantidad de conocimientos y experiencia que nos ayudarán a seguir haciendo crecer nuestro negocio tanto al norte como al sur de la frontera”, cita en su reporte anual 2001 el consorcio.






			

				

					1 Catre metálico donde se amarraba y torturaba con electricidad. Testimonios integrados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto a la dictadura militar en Chile describen las atrocidades del régimen encabezado por Pinochet.


				


				

					2 Eduardo Galeano, Días y noches de amor y guerra, Editorial Laia, Barcelona, 2000.


				


				

					3 Informe Integral sobre la Fiscalización del Rescate Bancario de 1995 a 2004.


				


				

					4 La SHCP del gobierno de Zedillo tuvo como titulares a Jaime Serra Puche (subsecretario de Hacienda con Miguel de la Madrid, y secretario de Comercio y Fomento Industrial con Salinas), quien estaría en el cargo solo 28 días (diciembre 1994) y presentaría su renuncia. Zedillo designó luego a Guillermo Ortiz (subsecretario de Hacienda con Salinas), quien estaría de diciembre de 1994 a diciembre de 1997; luego se le transfirió al Banco de México y Zedillo designó a José Ángel Gurría (también funcionario público desde el gabinete de De la Madrid y luego en el de Salinas). En 2023, luego de promoverse como aspirante a la candidatura presidencial, Gurría declinaría su postulación para ser designado por la Coalición Va por México para desarrollar su proyecto de gobierno (para las elecciones de 2024). 


				


				

					5 “Lista del Fobaproa con 747 nombres de personas y firmas”, La Jornada, jueves 8 de junio de 2000. Disponible en: https://www.jornada.com.mx/2000/06/08/pablo.html


				


				

					6 Este es el cálculo que se hacía entonces, pero ya se sabe que el pago de la deuda implicará varias décadas más.


				


				

					7 Reuters, “La gigante ferroviaria Union Pacific incorpora a Zedillo a su directorio”, La Jornada, 22 de febrero de 2001, disponible en https://jornada.com.mx/2001/02/23/007n2pol.html
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